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RESUMEN. 

 

El caso objeto de estudio inicia dentro de una investigación previa, la Fiscalía 

investigó un  presunto delito de estafa, que  se encuentra tipificado y sancionado en el 

Art. 186 del Código Orgánico Integral Penal en su inciso primero; la víctima Susana 

Gabriela Calupiña Sandoval hace la denuncia formal escrita ante las autoridades 

competentes inicia informando que recayó en una estafa por parte del presunto 

sospechoso Adrián Ramiro Granja Rojas; ya que,, este es el que le hizo una venta de un 

vehículo con buena fe, mediante contrato de compraventa de un Suzuki plomo con placas 

IBK0093, año 1989, modelo FORSA, motor N° G10277086, chasis N° S319E03971, 

cilindraje 1000, por la suma de $ 4.000 dólares americanos. 

 

 

Como uno de los medios de prueba se practicó la diligencia al vehículo del 

revenido químico donde se desprende que existe una adulteración dentro de las 

numeraciones por lo que se presume la existencia del delito; la Fiscalía actuando de una 

manera errónea sin hacer respetar el principio de objetividad establecido tanto en la ley 

como en la Constitución de la República del Ecuador, una fase de investigación penal 

dentro de este proceso, como lo es el delito de estafa inciso primero del Art. 186 de dicho 

cuerpo legal, valga la redundancia.  

 

 

De igual forma, la víctima da a conocer que existía otro vehículo clonado con las 

mismas características del vehículo, antes mencionado en la provincia del Guayas, que se 

dedicaba a hechos delictivos y que por eso reflejó una multa en la Agencia Nacional de 

Tránsito, hubo un aprehendido por parte de este hecho suscitado, el cual se percató de lo 

sucedido he hizo la denuncia, para que puedan reparar el daño que fue afectado. 

 

 

Teniendo en cuenta que en el Estado Ecuatoriano si se comete un delito de acción 

pública le corresponde a Fiscalía la persecución de este delito, y a recabar todos los 

elementos de convicción sea de cargo y de descargo con la finalidad de sancionar a la 

persona que cometió dichos delitos y que se repare a la víctima por los daños, asimismo 

en este proceso hubo falta de objetividad por parte de Fiscalía ya que, no se encontró los 
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elementos suficientes de convicción para que inicie el proceso y continúe con las etapas 

de procedimiento. 

 

 

Los elementos de convicción esgrimidos, por parte de Fiscalía, dentro de la 

investigación dan a conocer que hacen relación a que exista la infracción del delito de 

estafa en su Art. 186 del Código Orgánico Integral Penal en su inciso primero, que está 

tipificado y sancionado en el mismo, entonces esta figura delictiva comprueba que en la 

estafa se debe encontrar el ánimo de lucro y el engaño fraudulento. 

 

 

Pero, como existió la falla por la falta de objetividad por Fiscalía dentro del 

análisis de la etapa de juicio, dan a conocer que los indicios presentados por Fiscalía, se 

deduce que no existe los elementos requeridos para que se configure el delito de estafa, 

ya que, para la ex Corte Suprema en este caso se aplicaría como un abuso de confianza 

no más del delito de estafa. 

 

 

Ahora bien, no ha sido posible determinar quien o quienes, cuando y donde se 

realizó esa acción delictuosa, pues el juzgador de primer nivel al dictar el auto de 

sobreseimiento a favor del procesado Adrián Ramiro Granja Rojas y a su vez rechazar 

los recursos de apelación interpuesto por parte de la Fiscalía y por parte de la víctima 

Susana Gabriela Calupiña Sandoval. 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS. 

 

Acción penal: Esta es la que facilita a que los órganos de justicia puedan 

acceder para impulsar un inicio de un proceso penal. 

 

Cosa juzgada: Es la irrevocabilidad que se adquiere con efectos de una 

sentencia cuando contra ella ya no proceda ningún otro recurso que permita hacer 

algún tipo de modificación. 

 

Debido proceso: Conjunto de principios y procedimientos en las cuales 

esta se investiga un delito. 

 

Denuncia: Manifestación verbal o escrita ante la autoridad competente, 

sobre un hecho delictivo o infracción penal. 

 

Delito: Es una acción típica, antijuridica y culpable que es cometido por 

una persona que es contrario a la ley y conlleva una sanción.  

 

Ejercicio público de la acción penal: Etapa la cual corresponde a la 

Fiscalía sin necesidad de alguna denuncia previa. 

 

Elementos de convicción: Son los que demuestran la sustanciación del 

hecho y la responsabilidad del sujeto. 

 

Estafa: Aquel delito en la cual se engaña a otra persona con el ánimo0 de 

lucrarse para su beneficio propio o de terceros. 
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Etapa de juicio: Audiencia de juzgamiento que la que el juez determina 

la responsabilidad del presunto procesado y si existe el delito. 

 

Falta de objetividad: Es la falta de recopilación de los datos por parte de 

Fiscalía para demostrar la acusación.  

 

Formulación de cargos: Etapa en la cual se dispone a dar inicio al proceso 

por parte de Fiscalía, para saber si existe el delito. 

 

Medidas cautelares: Medidas que toma el juzgador dentro de un proceso 

para mantener, asegura tanto como bienes, pruebas y la persona procesada, y 

evitar posibles daños, 

 

Principio non bis in ídem: Garantía constitucional que tiene por objeto el 

evitar y precautelar que una persona sea sanciona dos veces por una misma causa. 

 

Sobreseimiento: Es el que pone fin al proceso, se extingue la acción y 

pasa como juzgada. 

 

Tutela judicial efectiva: Es aquel órgano jurisdiccional que tiene como 

derecho a que el Estado disponga una respuesta fundamentada a un derecho. 

 

 

 

 

 



14 
 

INTRODUCCIÓN. 

 

     El presente estudio de caso se desarrolla en la Unidad Judicial Penal del Cantón 

Guaranda con el fin de tratar de solucionar el problema por parte de Fiscalía en relación 

a la falta de objetividad dentro del delito de Estafa tipificado en el Art. 186 del Código 

Orgánico Integral Penal en su inciso primero.  

 

La Fiscalía para regular su actividad como lo estable la Constitución de la 

República del Ecuador, actúa con objetividad, quiere decir que el Fiscal debe recabar 

todos los elementos de convicción de cargo y de descargo con la finalidad si 

efectivamente hay la existencia del delito y determinar la responsabilidad penal de una 

persona. 

 

En el Ecuador dentro de la problemática de la falta de objetividad de Fiscalía se 

presenta cuando la misma Fiscalía como ente rector no recaba los elementos suficientes 

para describir si existe o no un delito y sobre todo no toman en cuenta si existe eficacia 

probatoria dentro de estos elementos, al momento de recabar los elementos de convicción 

no se respetaron las garantías del debido proceso que son previstas por la Constitución de 

la República del Ecuador.  

 

El tema planteado en el presente estudio de caso, se lo ha subdividido en cuatro 

capítulos, con sus conclusiones y recomendaciones, a través de los cuales se pretende y 

se da a conocer una visión más o menos clara de la problemática en la que se está 

investigando, ya que, se lo desarrollará en la defensa de la misma.  

      

El primer capítulo llamado planteamiento del caso a ser investigado con el tema: 

“La cosa Juzgada y el Principio Non Bis In Ídem como Garantía o Violación a la Tutela 

Judicial Efectiva dentro del caso N° 02281-2019-00355, con la presentación del caso  que 

da a conocer todo lo del caso para ser el motivo de estudio como la noticia Críminis, que 

partes no más son las que actúan fiscalía para recabar todos los elementos de convicción 
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durante el proceso, las versiones de las partes procesales, el objetivo del estudio del caso 

como el analizar la cosa juzgada y el principio  non bis in ídem con sus objetivos 

específicos. 

 

     El capítulo segundo denominado: contextualización del caso que se 

fundamenta en los antecedentes del caso de la forma en la cual inicia el caso, su 

fundamentación teórica del caso que se relaciona a la tutela judicial efectiva ya que, este 

es un derecho que se configura en la Constitución, la seguridad jurídica  que toda norma 

es clara y debe ser aplicada por autoridades competentes, el debido proceso  manifiesta 

los derecho y obligaciones dentro del proceso, los principio procesales que van de acuerdo 

al estudio de caso como son la prohibición de doble juzgamiento impulso procesales y la 

objetividad; la cosa juzgada al momento de poner un fin a un proceso no es para que se 

dé otra impugnación, entre otras referentes al proceso penal y las preguntas de 

investigación, que serán desarrolladas al momento de la defensa de caso. 

 

     El capítulo tercero titulado: descripción del trabajo investigativo realizado 

consta en la redacción del cuerpo del estudio de caso, con toda la problemática dada y 

todo lo que se ha venido dando entre los dos cuerpos del proceso, y por ende del 

cumplimiento del objetivo planteado, con la realización de la confrontación de los 

resultados de la investigación teórica con la investigación de campo, también con la 

metodología empleada dentro de este estudio de caso como es la metodología analítica, 

sintética, inductiva y la bibliográfica.  

 

     Posteriormente el capítulo cuarto denominado: resultados contiene todos los 

resultados de la investigación realizada, ahora bien, se trata de todas las actuaciones 

realizadas en el presente caso ya dando una solución a la problemática presentada 

anteriormente, y todos los impactos de los resultados de dicha investigación. 

Principalmente el impacto que se dio a la investigación y a la que tiene el lector para 

evidencia todo el proceso que manifestó y evidencia todo lo que se da en derecho y en un 

proceso penal. 
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Se finaliza con las conclusiones de la investigación, una bibliografía y los anexos 

en los que se han incorporado para que se aplique en dicha investigación. 
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CAPÍTULO I. 

. 

1. PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO. 

 

➢ Caso N°: 02281-2019-00355. 

➢ Dependencia judicial: Unidad Judicial Penal con sede en el 

Cantón Guaranda, Provincia Bolívar. 

➢ Instrucción Fiscal N°: 020101819010055 (2 cuerpos). 

➢ Materia: Penal 

➢ Líneas de investigación: Criminología, Ciencias Forenses y 

Seguridad Ciudadana. 

➢ Tipo de delito: Estafa. 

➢ Lugar: Cantón Guaranda, Provincia Bolívar. 

➢ Denuncia (Noticia Críminis): Denuncia en Fiscalía. 

➢ Procesado o Sospechoso: Adrián Ramiro Granja Rojas. 

➢ Fallo: Sobreseimiento. 

➢ Año de la causa: 2019. 

➢ Año de estudio: 2021. 

 

1.1. PRESENTACIÓN DEL CASO. 

 

     En la ciudad de Guaranda, el 10 de enero del 2019, se presentó la denuncia 

escrita ante la Fiscalía del Cantón Guaranda, Provincia Bolívar por parte de la víctima 

Susana Gabriela Calupiña Sandoval, en la cual consta que el 02 de abril del 2018, compró 

un automóvil al señor Adrián Ramiro Granja Rojas, de las siguientes características: 

marca Suzuki, tipo CUPE, color plomo con placas IBK0093, año 1989, modelo FORSA, 

motor N° G10277086, chasis N° S319E02971, cilindraje 1000, mediante contrato 

compraventa reconociendo firmas ante el Notario Segundo del mismo cantón, 

configurándose el traspaso de dominio mediante el trámite administrativo sin ningún 

problema. 
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     La señora Susana Gabriela Calupiña Sandoval pretensa víctima en el momento 

que se acerca a matricular su vehículo, refleja una multa en el sistema de la Agencia 

Nacional de Tránsito por lo que no se pudo matricular el vehículo. El señor policía Daniel 

Castañeda hace una llamada al móvil para decirle que un vehículo que posee las mismas 

características y placas iguales al vehículo de la víctima y  se encuentra en la ciudad de 

Guayaquil abandonado y gracias a esto existe una persona presuntamente detenida por 

que el vehículo aludido se encontraba realizado actos delictivos y el carro original por así 

decirlo se encuentra en la ciudad de Quito, constatando que existe otro vehículo con las 

mismas placas IBK0093, en ese instante dialoga con el denunciado de manera verbal del 

por qué existen dos vehículos de las mismas características y con placas iguales pese que 

no hubo ninguna respuesta, la denuncia presentada que refiere a que existe un presunto 

delito de Estafa tipificado por el Código Orgánico Integral Penal. 

 

     En el primer impulso Fiscal se solicitó las versiones tanto de la víctima, como 

la versión del presunto sospechoso, el reconocimiento del lugar de los hechos. Para la 

versión libre y voluntaria de la señora Susana Gabriela Calupiña Sandoval quien, 

manifiesta sus generales de ley, y se ratificó todo el contenido de la denuncia. 

 

     Por solicitud de Fiscalía se ingresó el vehículo a los patios de retención 

vehicular de la Policía Judicial de Bolívar, como evidencia para la respectiva cadena de 

custodia; en el informe pericial del reconcomiendo del lugar de los hechos se describió 

mediante forma narrativa, descriptiva, fijación fotográfica, planimetría y video cámara, 

en el Lugar A, en la calle Manuela Cañizares cerca de la plaza 15 de Mayo se pudo 

percatar donde se mantuvo conversación entre la víctima y el denunciado, Lugar B se 

abría suscitado en la Notaria Segunda del Dr. Hernán Criollo del cantón Guaranda, se dio 

el contrato de compraventa del vehículo y el Lugar C en la calle Azuay y Convención de 

1884 en el inmueble color beige se encuentra la Cooperativa San José donde se hizo el 

retiro del dinero para la compra. 

 

     En el informe técnico pericial de análisis de numeraciones seriales (revenido 

químico) cuyas conclusiones se manifiesta tres aspectos importantes, el vehículo de 
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placas IBK0093, la marca serial de identificación del motor G10277086 no corresponde 

a la marca serial original, la marca serial de identificación del chasis S319E03971 si 

corresponde a la marca serial original identificada que del chasis presenta alteración por 

injerto o ventana y por último la plaquilla que se encuentra adherida a la carrocería del 

vehículo no presenta las características de la casa del fabricante. 

 

     Dentro de la versión libre y voluntaria del presunto sospechoso, quien en lo 

principal refiere que adquirió el vehículo en el cantón Rumiñahui a la señora Alexandra 

Lamar se hizo un acuerdo de compra y se dirigieron a la notaria publica para hacer dicho 

contrato de compraventa, firmaron, realizaron del depósito respectivo, la cual entregaron 

el vehículo para venir a la ciudad de Guaranda y realizar trámites correspondientes del 

vehículo sin ninguna novedad como pagos y matriculación. para el año 2018 se estacionó 

dicho vehículo por el Teatro Nilo y llega la señora Calupiña a golpear el vidrio y a mostrar 

interés por el vehículo, esa misma tarde con la misma señora fueron a que revisen el 

vehículo donde un mecánico conocido en el cantón Chimbo se procedió a regresar al lugar 

donde estaban desde un principio para conversar sobre el precio del auto esa misma noche 

llama la señora Calupiña para que le venda el vehículo, para el procesado juntamente con 

su padre le manifestó que  no está en apuro de vender el auto por eso no hay rebaja del 

precio que se acordó. 

 

     Las versiones de los anteriores dueños como resultado dieron a conocer que no 

presentaron ningún tipo de inconveniente al realizar el traspaso del vehículo mucho 

menos que exista algún tipo de problema en la matriculación vehicular y que todos 

vendieron de buena fe sin ningún tipo de malicia o dolo. 

 

     De la misma manera se coordinaron la víctima con el denunciante para dirigirse 

a criminalística en la policía para verificar y constatar si hay un problema con el auto, 

como no se encontró ningún perito designado acudieron a la ex FAE para la oficina de la 

policía, verificaron que no existe ninguna multa la cual hicieron la venta del vehículo en 

la  notaria segunda del cantón Guaranda donde se realizó todos los procesos legales para 

el traspaso, conjuntamente se dirigieron a la Cooperativa San José para el retiro de $4.000 
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dólares americanos sin ninguna novedad. Al trascurso de un año  se recibe la llamada de 

la señora Calupiña para hablar lo del vehículo que era clonado hay una multa en la ciudad 

de guayaquil y unos papeles que se encontraban presentados en las Fiscalía los cuales 

nunca se supo cuáles eran , para la primera semana del mes de enero del 2019 ya existía 

el revendido químico y la señora Calupiña manifestó claramente dos opciones la primera 

que le devuelve el dinero y la otra la denuncia presentada en Fiscalía y meterle preso, el 

señor Granja dijo que siguiera el proceso judicial y que en ningún momento le vendió el 

carro con malicia, y que aquí los únicos perjudicados son las dos partes. 

 

     Para la audiencia de reformulación de cargos se dictó dar inicio de la 

Instrucción Fiscal y dichas medidas cautelares establecidas en el Art. 522 numerales 1, 2 

del Código Orgánico Integral Penal, como fue la prohibición de salir del país, presentarse 

periódicamente en el Consejo de la Judicatura y la prohibición de enajenar los bienes del 

procesado. 

 

     En la etapa de Juico se resolvió dar que esta causa no existió datos relevantes 

que acrediten la existencia del delito, la información obtenida no es suficiente de acuerdo 

a los principios procesales penales de la presunción de inocencia, duda razonable y no 

encontrarse la materialidad del caso del Art. 186 inciso primero del Código Orgánico 

Integral Penal, se dio a conocer el auto sobreseimiento a favor del señor Adrián Ramiro 

Granja Rojas, no se calificó maliciosa o temeraria la acusación particular, revocar todas 

las medidas cautelares personales dictadas, concedieron aceptar el recurso de apelación 

por parte de Fiscalía y por parte de la víctima, dando una resolución  a que se rechaza este 

recurso de apelación que fue presentado con anterioridad por qué no se consideró una 

impugnación  a las resoluciones emitidas por el Juez y que no se consideraron injustas. 

 

     A criterio personal la problemática que se encuentra en la causa es la falta de 

objetividad por parte  de Fiscalía, es responsable de descubrir si existía el delito y los 

elementos de convicción antes de la formulación de los cargos, para que exista los medios 

probatorios y sean analizados en la audiencia de Juicio, Fiscalía como titular de la 

investigación debe investigar y recabar elementos para sustentar la teoría del caso, 
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observando en la causa al final Fiscalía se abstiene de acusar porque no hay elementos de 

convicción para que sustente el presunto hecho ilícito investigado, la cual desde el primer 

momento no existían elementos suficientes para que formulen cargos o exista una 

investigación contra el procesado. 

 

     También puedo mencionar que fue mal utilizado el tipo penal del art 186 inciso 

primero del Código Orgánico Integral Penal, textualmente menciona “Defraude mediante 

el uso de tarjeta de crédito, débito, pago o similares, cuando ésta sea alterada, clonada, 

duplicada, hurtada, robada u obtenida sin legítimo consentimiento de su propietario.” 

En todo el proceso no se encontró que fuera acorde a este tipo penal, no se encontró el 

ánimo de lucro o un engaño fraudulento mucho menos existió una conducta engañosa, se 

dio a conocer las pruebas pertinentes y los documentos presentados por parte del 

procesado que no aplicaba este delito. 

 

     En lo referente a la cosa juzgada y al principio non bis in ídem, si una persona 

es absuelta en la audiencia de Juicio por el mismo Juez como en esta causa se dictamino 

un sobreseimiento para el procesado como dispone los arts. 606 y 607 del COIP no fue 

necesaria a que exista una presentación al recurso de apelación por parte de la víctima, 

queriendo revictimizar al procesado y ser juzgado otra vez por la misma causa que salió 

absuelto, pues si ya no existe el hecho no se puede considerar como delito y dar un inicio 

por el hecho no constitutivo de delito contra la misma persona. 

 

     Finalizando pude hablar con la víctima sobre la causa y que pensaba si está de 

acuerdo con sentencia emitida, dijo “yo no estoy de acuerdo a que no me devuelvan el 

dinero del vehículo yo pague y me resulta que fue clonado pero hasta ahora no se de quien 

fue el fallo, estoy enojada con esta justicia ecuatoriana por qué sale a favor de los que 

hacen daño, me rechazaron el recurso que presento mi abogado aludiendo que no existe 

pruebas suficientes, no me dejan denunciar otra vez con todos los dueños anteriores y que 

me den una respuesta concreta de que paso, quiero que pague al señor Granja sea 

monetariamente o en la cárcel él fue quien me vendió a pesar que yo presente todo para 

la Fiscalía me siento ofendida”, queriendo aquí aplicar el principio non bis in ídem. 
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1.2. OBJETO DEL ANÁLISIS O ESTUDIO DE CASO. 

 

1.2.1. OBJETIVO GENERAL. 

 

      Analizar la cosa juzgada y el principio non bis in ídem como garantía o 

violación a la tutela judicial efectiva, dentro del caso N° 02281-2019-00355 por el delito 

de estafa en la Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda. 

 

1.2.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS. 

 

➢ Explicar sobre la aplicación del principio non bis in ídem dentro de esta 

causa penal. 

➢ Identificar doctrinariamente y jurídicamente sobre la tutela judicial 

efectiva en el Ecuador y otras legislaciones. 

➢ Demostrar la falta objetividad de Fiscalía dentro de esta causa N° 02281-

2019-00355, por el delito de estafa en la Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda. 
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CAPÍTULO II. 

 

2. CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO. 

 

    La Constitución de la Republica del Ecuador entro en vigencia en el año 2008, 

menciona que el Estado es garantista de derechos y justicia, como lo manifiesta en el Art. 

3 de la Constitución de la Republica, taxativamente en el Art. 11 numeral 1 y 2 que: “Los 

derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual ante autoridades 

competentes, todas las personas son iguales y gozaran de los mismo derechos”. 

(Constitución de la República del Ecuador 2008). En el Art. 75 del mismo cuerpo legal 

expresa: “Toda persona tiene derecho a la tutela judicial efectiva, imparcial” y el art 76 

numeral 7 inciso i “Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y 

materia”.  

 

 

     El debido proceso según el catedrático Martín Agudelo; “Es el derecho 

fundamental que tienen las personas ya sean estas naturales o jurídicas para participar en 

aquellos procesos dirigidos por sujetos con determinadas condiciones y estos deben 

sujetarse a las normas jurídicas”.1 (Ramírez 2004). 

 

 

     Para Zavala Baquerizo “… se entiende que el debido proceso es el que inicia y 

se desarrolla todos los principios y normas constitucionales, legales e internacionales 

aprobados en una administración de justicia para un proceso en este caso penal”.2 (Zavala 

2002) 

 

 

     La cosa juzgada esta tiene carácter irrevocable y a la vez definitiva, como 

menciona Cabanellas, “Surge la cosa juzgada en materia penal cuando se pretende revivir 

el asunto de la causa ya fallada y se presume que este fallo se da en situaciones verdades 

las cuales son eficientes para el sistema de justicia”.3 (Cabanellas 1997) 

 
1 Martín Agudelo Ramírez., El debido proceso (Medellín: Señal, 2004). 
2 Jorge Zavala., El Debido proceso (Guayaquil: Edino, 2002). 
3 Guillermo Cabanellas., Diccionario Jurídico Elemental (1997). 
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 Víctor Vacca “La cosa juzgada es la autoridad por la cual da como resultado una 

fuerza en que la ley atribuya una sentencia resulta en un juicio contradictorio”.4 (Vacca 

2006) 

 

 

      Sabiendo que la cosa juzgada hace un hincapié a lo que se mencionó con 

anterioridad en la Constitución de la Republica del Ecuador en su Art. 76, numeral 7, 

inciso i de no ser juzgado por la misma causa más de una vez, pero en esta causa una de 

las partes procesales como no se ve en el proceso hace su recurso de apelación para seguir 

con el proceso y por opiniones emitidas por la misma quiere continuar otro proceso penal 

para que el procesado pueda pagar con la justicia ecuatoriana, ya que, en primera instancia 

se desvinculo del proceso por no tener los elementos suficientes para ser juzgado y 

sancionado. 

 

 

   Falta de objetividad de Fiscalía, se acopla al Art. 5 numeral 215, es la función 

de la o el fiscal para la correcta aplicación de los derechos de las personas, no solo se 

investigará los hechos sino las circunstancias en los que funden o agravan la 

responsabilidad. (COIP 2020) 

 

 

En el presente análisis de caso al momento de la investigación previa y al término 

de la instrucción como dice en la norma aquí se debe recopilar todos los elementos de 

convicción como de cargo y de descargo para vincular al sospechoso en el proceso, 

mientras tanto nunca se demostró en esta causa que exista los   elementos necesarios para 

que siga la etapa de evaluación y preparatoria de juicio, la falla de Fiscalía es en su actuar, 

como se lo irá detallando en el informe final del estudio de caso. 

 

 
4 Víctor Vacca., Teorías básicas sobre el Proceso Penal (Guayaquil: Prokhansa,2006). 
5 Código Orgánico Integral Penal (Ecuador: Corporación de estudios y publicaciones, 2020). 



25 
 

2.1. ANTECEDENTES DEL CASO. 

 

                  El en presente caso analizado es el cual constituye el estudio de LA 

COSA JUZGADA Y EL PRINCIPIO NON BIS IN ÍDEM COMO GARANTÍA O 

VIOLACIÓN A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA DENTRO DEL CASO N° 02282-

2019-00355 POR EL DELITO DE ESTAFA EN LA UNIDAD JUDICIAL PENAL DEL 

CANTÓN GUARANDA. 

 

                 Para este proceso en referencia al análisis jurídico constituye a la falta 

de objetividad presentada por Fiscalía como menciona en el COIP en su Art.5 numeral 

21 “En el ejercicio de su función, la o el Fiscal adecuará sus actos a un criterio objetivo, 

a la correcta aplicación de la ley y al respecto a los derechos de las personas.”. (COIP 

2020) y por el hecho de las garantías básicas y a su vez figuras jurídicas que se deben 

cumplir en el proceso penal de cualquier tipo ya que, determinan derechos y obligaciones, 

establecido en el Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador.6 

 

                El caso inicia con un proceso penal mediante denuncia, el Art. 421 del 

COIP explica lo que es denuncia “La persona que llegue a conocer que se ha cometido 

un delito de ejercicio público de la acción, podrá presentar su denuncia ante la Fiscalía, 

al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal o ciencias 

forenses o ante el organismo competente en materia de tránsito”. (COIP 2020) por el 

presunto delito de estafa que el mismo se encuentra tipificado y sancionado en el Art. 186 

del Código Orgánico Integral Penal “La persona que, para obtener un beneficio 

patrimonial para sí misma o para una tercera persona, mediante la simulación de hechos 

falsos o la deformación u ocultamiento de hechos verdaderos, induzca a error a otra, con 

el fin de que realice un acto que perjudique su patrimonio o el de una tercera, será 

sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años”. (COIP 2020) 

 

 

 
6 Constitución de la República del Ecuador (Ecuador: 2008). 
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                 La víctima Susana Gabriela Calapiña Sandoval, el Art. 441  numeral 1 

“Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos que individual o 

colectivamente han sufrido algún daño a un bien jurídico de manera directa o indirecta 

como consecuencia de la infracción”. (COIP 2020) hace la denuncia formal ante las 

autoridades competentes informando que recayó en una estafa por parte del presunto 

sospechoso  “ Persona presuntamente culpable o responsable de cometer algún tipo de 

delito o infracción penal”.7 (Jurídica 2020) Adrián Ramiro Granja Rojas, este hizo una 

compra y venta de un vehículo con buena fe, un Suzuki con placas IBK0093 por la suma 

de $ 4.000 dólares americanos, de igual forma da a conocer que existía otro vehículo con 

las mismas características en otra provincia que se dedicaba hacer delitos penales y que 

por eso reflejo una multa en la Agencia Nacional de Transito y se percató de lo sucedió e 

hizo dicha denuncia. 

 

               Para la etapa de evaluación y preparatoria de juicio como lo menciona el 

Art. 601 del COIP, “ Tiene como finalidad conocer y resolver sobre cuestiones de 

procedibilidad, prejudicialidad, competencia y procedimiento; establecer la validez 

procesal, valorar y evaluar los elementos de convicción en que se sustenta la acusación 

fiscal, excluir los elementos de convicción que son ilegales, delimitar los temas por 

debatirse en el juicio oral, anunciar las pruebas que serán practicadas en la audiencia de 

juicio y aprobar los acuerdos probatorios a que llegan las partes”. (COIP 2020), se dio a 

conocer que no existía elementos suficientes para demostrar la culpabilidad del procesado 

en el Art. 34 del COIP “Para que una persona sea considerada responsable penalmente 

deberá ser imputable y actuar con conocimiento de la antijuridicidad de su conducta.”. 

(COIP 2020) 

 

               Dieron por parte de Fiscalía el sobreseimiento de la causa en el Art.605 

numerales 1 y 2 del COIP el sobreseimiento es “Cuando la o el fiscal se abstenga de 

acusar y de ser el caso, dicha decisión sea ratificada por el superior y cuando concluya 

que, los hechos no constituyen delito o que los elementos en los que la o el fiscal ha 

sustentado su acusación no son suficientes para presumir la existencia del delito o 

 
7 Enciclopedia Jurídica “Sospechoso” http://www.enciclopedia-

juridica.com/d/sospechoso/sospechoso.htm. (Consultado el 06 de Septiembre de 2021). 
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participación de la persona procesada”. (COIP 2020) como también retiraron las medidas 

cautelares presentadas en un principio como menciona el Art. 522 del COIP “La o el 

juzgador podrá imponer una o varias de las siguientes medidas cautelares para asegurar 

la presencia de la persona procesada y se aplicará de forma prioritaria a la privación de 

libertad, con sus numerales 1 y 2 del mismo articulado”. (COIP 2020),. 

 

               Al momento de presentar el recurso de apelación como lo explica el Art. 

653 del COIP, “De la resolución que declara la prescripción del ejercicio de la acción o 

la pena, del auto de nulidad, del auto de sobreseimiento, si existió acusación fiscal, de las 

sentencias, de la resolución que conceda o niegue la prisión preventiva siempre que esta 

decisión haya sido dictada en la formulación de cargos o durante la instrucción fiscal, de 

la negativa de suspensión condicional de la pena”. (COIP 2020) dieron paso como está 

establecido en la norma, pero este recurso no procedía para que exista una apelación valga 

la redundancia no existía los elementos suficientes para que sigan la causa. 

 

               El tipo penal de la estafa tiene como elementos descriptivos que son 

claros para que exista dicho delito, como se dará a conocer más adelante en este caso pese 

que no hay los elementos de convicción relacionando al Art. 454 numeral 1 “Los 

elementos de convicción deben ser presentados en la etapa de evaluación y preparatoria 

de juicio. Las investigaciones y pericias practicadas durante la investigación alcanzarán 

el valor de prueba, una vez que sean presentadas, incorporadas y valoradas en la audiencia 

oral de juicio”. (COIP 2020) para que sea procesado y para que no procesa ningún recurso 

de apelación y mucho menos que sea juzgado por la misma causa otra vez. 

 

 

 

 

 

 



28 
 

 

2.2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL CASO. 

 

Antes de instruir este análisis de la causa N° 02281-2019-00355, es necesario 

conceptualizar algunos métodos jurídicos encontrados en la causa que tienen relación con 

este estudio: 

 

GARANTISMO CONSTITUCIONAL EN EL ECUADOR. 

El Garantismo según Luigi Ferrajoli8 como modo de introducción tiene tres 

aceptaciones como  el modelo normativo de derecho el cual en esta se analiza el 

Garantismo desde la parte epistemológica como un sistema mínimo de poder, la parte 

policía que esta se considera con una forma técnica en la cual se minimice a violencia y 

se haga como prioridad la libertad, lo jurídico que se basa en conjuntos de vínculos que 

imponen a la parte punitiva del Estado en la defensa de la garantía de los derechos de los 

ciudadanos. 

 

Entonces el Garantismo en una Constitución se determina mediante a efectividad 

de asegurar los derechos y garantías de los ciudadanos los cuales estos van con las dos 

aplicaciones siguientes como la teoría jurídica de validez y efectividad que trata de la 

efectividad que se centra en este Garantismo y la filosofía política que en esta es la 

representación al Estado y a un desafío del Derecho para que esta finalidad separa al 

derecho y la moral. 

 

Para la Constitución de la República del Ecuador del 2008, en su artículo primero 

de la Constitución vigente, que el ecuador es un Estado constitucional de derechos y 

justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, pluricultural 

y laico. En este precepto tanto del Estado Ecuatoriano, es un Estado social de derechos, 

es decir de los poderes de ley y garantías de los cumplimientos de los derechos que tienen 

los ciudadanos. 

 
8 Luigi, Ferrajoli Derecho y razón. Teoría del garantismo penal. 
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La Constitución de la Republica del Ecuador, es garantista porque al momento de 

tratar de las garantías constitucionales y de las garantías de los derechos esta menciona 

en toda la Constitución en especial para su Título Tercero9. 

 

Dentro de la teoría garantista y la realidad ecuatoriana se encuentra la inseguridad 

la cual es la que afecta a toda una sociedad que vive dentro de un Estado, las cuales han 

dado diversas reacciones sociales que consideran unas penas muy endurecidas para 

combar la delincuencia sin pensar lo que acarre el delito y la otra parte de la sociedad 

endurece las penas como algo no deseado ya que, afecta a la conflictividad social. 

 

De igual forma a los menores de edad que no cumplen la legalidad de los dieciocho 

años de edad, a lo que la sociedad debe ofrecerles los mejores servicios, dentro de los 

criterios existe aquellos sectores que piensan que al bajar todo el indicie de la delincuencia 

deben aplica ya penas severas para los menores de edad que les den un tipo de 

resarcimiento. 

 

Y como parte final de la teoría garantista y a realidad que vive en el Ecuador como 

preceptos constitucionales se dan desde el artículo 11 de la Constitución de la República 

del Ecuador menciona todos los derechos de los ciudadanos refiriéndose al numeral 

cuarto de ese artículo, que ninguna norma jurídica restringirá el contenido de los derechos 

ni de las garantías constitucionales. 

 

Los alcances del Garantismo Constitucional Ecuatoriano, este es el que permite 

que un Estado pueda reconstruir de modo parcial un sistema jurídico desde el paradigma 

positivo del derecho constitucional y de las funciones garantistas de un Estado. 

 

 
9 Agustín Grijalva, “La Corte Constitucional y el fortalecimiento de las garantías”, en La Tendencia, 

Quito, ILDIS, 2008, pp. 127-129. 



30 
 

Para la estructura de un derecho positivo el garantismo implicaría de forma 

primaria todas las normas constitucionales sobre las inferiores, como se les conoce a la 

de Kelseniana, Nomoestática y Dinámica. La Nomoestática se centra en todos los 

contenidos sustanciales como los valores éticos-políticos que informan toda norma 

positiva. La Nomodinámica es a un sistema clásico ya conocido del sistema jurídico que 

respetan la forma de as normas ya procedimentales. 

 

El garantismo de Luigi Ferrajoli conforma varios análisis jurídicos para que haya 

un garantismo constitucional en el Ecuador, primero valorando la separación del derecho 

y la moral como una base epistémica que sea como resultado un análisis objetivo. 

 

En narrativa este garantismo constitucional en el Estado Ecuatoriano es el que 

comprende las normas constitucionales como un principio de la jerarquía normativa de la 

constitución y del mandando para respetar los derechos y garantías. 

 

GARANTISMO PENAL EN EL ECUADOR 

Para el garantismo penal es un modo fundamental de la construcción de una forma 

imperativa constitucional para implementar al Código Orgánico Integral Penal, porque 

este al tener a nuestra contención del 2008 es de tan alto nivel y es necesaria la 

restructuración normativa con el cual mantener un orden de funcionamiento jurídico, 

político y administrativo que garantice la aplicación de derechos y garantías. 

 

El garantismo nace como la consecuencia de todos los derechos establecidos n las 

constituciones y normas superiores del ordenamiento jurídico ya antes conocido, pues, no 

han sido de manera satisfaga su forma íntegra de hacer el cumplimiento porque el 

garantismo se desarrolla bajo un sistema acusatorio introduciendo al derecho penal o al 

procedimiento pelan como una inserción de la constitucionalidad para detener los abusos 

de un sistema. 
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Este presenta la propuesta de un derecho pena mínimo porque busca la facultad 

de limitar los castigos que interpone el Estado, conocido como las penas cometidas por 

un delito, a través de la aplicación excepcional y mínima del Ius Puniendi respetando el 

ejercicio del derecho penal y sus derechos fundamentales. 

 

De acuerdo a las teorías presentadas por Ferrajoli, el garantismo penal nace desde 

el ámbito jurídico ya que, este es un efecto por la oposición que delimita la Constitución 

como norma madre y las normas infra constitucionales que se encuentran en grado 

superior y que sean de orden jurídico. Los cuales reconocen este a los derechos y garantías 

que sean vulnerados10. (Rafecas 2015) 

 

PUNITIVISMO PENAL EN EL ECUADOR 

En el Ecuador en su Constitución del 2008 define al Estado valga la redundancia 

como un Estado constitucional de justicias y derechos en su artículo primero que este 

implica que los medios para ejercer la regulación tanto estatal sean jurídicos y no solo 

políticos como la mayoría de los casos, para garantizar el pleno ejercicio de los derechos 

y la efectividad de hacer cumplir la tutela de las libertades. 

 

El Punitivismo penal tiene como principio básico la presunción de la culpabilidad 

en los delitos, aun si este puede ser inocente, en este hecho en un sistema punitivista no 

importa si se “encierra” al inocente, sim importar el costo sea “sufrir”, lo único que se 

trata en este sistema ya antes mencionado es que el culpable del que cometió el delito este 

encerrado. 

 

Se entiende que la privación de libertad no es la solución sino se demuestra 

verdaderamente si la persona es culpable, ya que, de manera aparente solo se contrarresta 

de manera eficaz la comisión dado de todos los actos delictivos cometidos, sin embargo, 

 
10 Eduardo Rafecas, Una aproximación al concepto del Garantismo Penal, 2015.  
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para esto se constituye una razón importante a que el Punitivismo como tal gire en torno 

a la privación de libertad y la aplicación de sanciones. 

 

Cuando se habla de la penalidad desde el Punitivismo, menciona Balestena11 como 

aquel instrumento, como leyes, reglamentos o demás que estos generan acciones para 

evaluar y sirven como una guía para un modelo carcelario. (Balestena 2006)en los 

procesos penales estos obedecen a un modelo decisionista que quiere decir el pretender 

solucionar los conflictos, que estos nunca serán solucionados mediante una violencia 

existente. Esto no es posible concebirlo mientras no se respeten los derechos humanos 

establecidos por nuestra Constitución. 

 

Cuando el poder punitivo es aplicado de una manera desmedida no solo va a estar 

en contra la Constitución, sino van a estar en contra de esta aplicación varios principios 

rectores del proceso penal dentro del Código Orgánico Integral Penal en sus artículos 4 y 

5. La privación e libertad es uno de los parámetros dentro de todo proceso penal como ya 

antes visto, conservando a la tendencia punitiva como la única forma de evitar la venganza 

privada es a través de las aplicaciones en penas severas que en su mayoría don la privación 

de libertad de la persona. 

 

De igual manera se conoce que el Punitivismo es necesario en todo el modelo 

penal de todos los diferentes países, pero es siempre necesario e importante solo cuando 

respeten ciertos paramentos como lo explica Ramiro Ávila12, que todo sistema punitivo 

dentro de lo penal y del COIP, no debe ir en contra de la Constitución como norma 

suprema y mucho menos en contra de las garantías y principios generales del propio 

Código. (Ávila 2015) 

 

Para la Sentencia No. 2706-16-EP/2113 el Punitivismo penal dicta que es un 

mecanismo fácil y un poco ortodoxo de hacer política mediante el abuso del poder 

 
11 Eduardo Balestena, La fábrica penal: visión interdisciplinaria del sistema punitivo, 2006. 
12 Ramiro Ávila Santamaría, COIP y su potencial aplicación garantista. 2015. 
13 Sentencia No. 2706-16-EP/21, Corte Nacional de Ecuador, 2021. 
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punitivo porque este pregona como “mano dura contra la delincuencia”, además no se 

tutela el bien jurídico alguno, este no repara a menos que la venganza se considere como 

alguna forma de reparación para la persona que se encuentre en privación de su libertad, 

y no rehabilita a quienes se consideran como victimarios. (Ecuador 2021) 

 

RELACIÓN ENTRE EL GARANTISMO Y EL PUNITIVISMO PENAL 

DENTRO DEL COIP. 

Para nuestra Constitución del 2008 hace alusión a que este es garantista, ta que 

tiene por finalidad dar un eje central al reconocimiento de los derechos fundamentales, 

con la dignidad humana, e incluso cuando este contempla el concepto del buen vivir o del 

sumak kawsay.  

 

Centrándonos en la parte del derecho penal, este surge desde el amparo de nuestra 

Constitución, como un minimalismo punitivo porque como ya se lo ha ido mencionado 

anteriormente en el garantismo ecuatoriano desde la constitución y desde su visión en el 

enfoque penal, busca estos garantizar los derechos del procesado y también los derechos 

de la víctima como tal, que enfaticen un límite de intervención penal con la relación al 

poder punitivo del Estado.  

 

Para el profesor Ramiro Ávila Santamaría este hace una enunciación tan 

importante desde de estas cuestiones punitivista y regresivas que se encuentran dentro del 

Código Orgánico Integral Penal. 

 

a. Otras alternativas a la pena de privación de libertad en una inaplicabilidad, 

por parámetro de la sanción penal. 

b. Son de carácter excesivo los aumentos de penas. 

c. Dentro del COIP solo existen 28 agravantes y solo 6 atenuantes. 

d. La pena como multa en aquellas ocasiones por ser una multa exaltada es 

una deuda impagable y una carga más para las personas que hacen aquello. 
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e. La prescripción, se ha dado para los delitos leves se la ha dado de cinco 

hasta diez años y para los delitos más graves se le ha establecido el máximo 

de la pena como determina el mismo COIP en su artículo 75. 

f. Cuando una vez este entendida la rehabilitación y la resocialización es 

imposible el cumplimiento como es conocido para la finalidad de la pena. 

g. El sistema penal y un poder punitivo dado en sentencias condenatorias. 

 

Se aprecia con esto que el garantismo y Punitivismo Penal son de función 

netamente eficientista, porque, deja una perspectiva más amplia que el Punitivismo busca 

como tal el poder punitivo que se ve tan reflejado cuando se aplica las sanciones en las 

sentencias condenatorias sin la preocupación d garantiza los derechos y principios 

regulados por la norma supra que es la constitución. 

 

 No obstante que el Estado Ecuatoriano es un Estado constitucional de derechos y 

justicia y para un sistema penal existen varios tipos propios de un sistema garantista. 

a. Todos los mecanismos necesarios para fortalecer el principio de inocencia 

y el in dubio pro reo. 

b. Una vista de prisión preventiva como la aplicación de la última ratio  

c. La rebaja de las penas. 

d. La aplicación de las penas como la proporcionalidad en la correlación de 

la infracción cometida. 

 

Concluyendo que estas dos corrientes como el Garantismo y el Punitivismo son:  

a. De carácter sustancial ideal en trasformar todo procedimiento judicial en 

un procedimiento que involucre al principio de legalidad para impedir la 

arbitrariedad del poder. 

b. Dentro del COIP el Punitivismo es aquel que supera de mayormente al 

garantismo, pero sabiendo las dos teorías de estas corrientes no puede ser 

aceptado fácilmente, porque nuestra Constitución claramente es 

Garantista. 
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c. Finalmente, el derecho penal está para garantizar todos los derechos y 

garantías pensé a que exista conductas que seas desastrosas y a su vez 

reprochables.  

 

2.2.1. TUTELA JUDICIAL. – 

 

    El Art. 75 de la Constitución de la Republica del Ecuador dispone: Toda 

persona tiene derecho al acceso gratuitos a la justicia y a la tutela judicial efectiva, 

imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 

inmediación y celeridad; en ningún caso quedara en indefensión. El incumplimiento de 

las resoluciones judiciales será sancionado por la ley. (Constitución de la República del 

Ecuador 2008) 

 

     “La tutela judicial efectiva es un derecho prestacional que en este 

configura todo lo ejercitable que parte desde la Constitución, sino que este se da 

por las causas en la que el legislador establezca” 14. (Picó ,2002) 

 

2.2.2. SEGURIDAD JURÍDICA. – 

 

                  El Art. 82 de nuestra Constitución, manifiesta que: el derecho a la 

seguridad jurídica se fundamenta en el respecto a la Constitución y en la existencia de 

normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes. 

(Constitución de la República del Ecuador 2008) 

 

                  El autor colombiano Javier Rincón refiere que la seguridad jurídica es 

“Es aquella expectativa que tiene el operador jurídico para que el marco legal pueda ser 

más confiable y estable”.15 (Arrázola ,2013) 

 

 
14 Joan Picó., Las garantías constitucionales del proceso (Barcelona: Bosh, 2002): 
15 Fernando Arrázola, “El concepto de seguridad jurídica, elementos y amenazas entre la crisis de la ley 

como fuente de derecho” (2003): 6 
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2.2.3. DEBIDO PROCESO. –      

 

     El Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador dispone: En todo 

proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 

asegurarán el derecho al debido proceso que incluirán las siguientes: 

 

1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar 

el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes. 

3.  El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 

garantías: 

i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y 

materia.  

Los casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este 

efecto.16 (Constitución de la República del Ecuador 2008) 

    

  Para el Dr. Luis Cueva el debido proceso “es aquella garantía constitucional que   

asegura a los individuos tengan la necesidad de ser escuchados en el proceso que están 

llevado y que se juzgue su conducta, para la exposición de sus derechos”.17 (Carrión 2001) 

 

 2.2.4. PRINCIPIOS PROCESALES DEL DEBIDO 

PROCESO PENAL. –  

 

        Dentro del COIP en el Art 5 explica todos los principios procesales de la 

norma, el derecho al debido proceso penal, sin perjuicio de otros establecidos en la 

Constitución de la República, los instrumentos internacionales ratificadas por el Estado u 

otras normas jurídicas, se regirá por los siguientes principios: 

 

 
16 Constitución de la República del Ecuador (Ecuador: 2008). 

17 Luis Carrión Cueva., El debido proceso (Quito: Impresañal: 2001). 
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9.  Prohibición de doble juzgamiento: ninguna persona podrá ser juzgada 

ni penada más de una vez por los mismos hechos. 

15. Impulso procesales: corresponde a las partes procesales el impulso 

del proceso, conforme con el sistema dispositivo. 

21. Objetividad: en el ejercicio de su función, la o el Fiscal adecuará sus 

actos a un criterio objetivo, a la correcta aplicación de la ley y al respeto a los 

derechos de las personas. Investigará no solo los hechos y circunstancias que 

funden o agravan la responsabilidad de la persona procesada, sino también los que 

la eximan, atenúen o extingan. (COIP 2020) 

 

2.2.5.  COSA JUZGADA. – 

        Manuel Ossorio explica que la cosa juzgada es “Toda autoridad eficaz y 

eficiente que se adquiere en una sentencia judicial y que con esta pone fin a un litigio y 

que no es susceptible de impugnación”.18 (Ossorio ,1999) 

 

        Art. 9 del COIP, prohibición de doble juzgamiento: ninguna persona podrá 

ser juzgada ni penada más de una vez por los mismos hechos. (COIP 2020) 

 

2.2.6.  FORMAS DE CONOCER LA INFRACCIÓN PENAL.  

       El Art. 581 del COIP, foras de conocer la infracción penal: sin perjuicio de 

que la o el Fiscal inicie la investigación, la noticia sobre una infracción penal podrá llegar 

a su conocimiento por: 

 

1. Denuncia. -cualquier persona podrá denunciar la existencia 

de una infracción ante la Fiscalía, Policía Nacional, o persona del 

sistema Integrado o autoridad competente en materia de tránsito. Los 

que directamente podrán de inmediato en conocimiento en Fiscalía. 

 
18 Manuel Ossorio., Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales (Buenos Aires: Villela, 2001). 
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2. Informes de supervisión. – los informes de supervisión 

que efectúan los órganos de control deberán ser remitidos a la Fiscalía.   

3. Providencias judiciales. - autos y sentencias emitidos por 

las o los jueces o tribunales. (COIP 2020) 

 

                  Para este doctrinario Dr. Ángel Maza López las infracciones penales 

son: “ En cada código penal nunca se brinda una adecuada definición de lo que es 

infracción penal o sus formas de conocimiento, pero estas pueden ser tratados como los 

actos que sin imputables y sancionado por leyes penales, debe reunir los elementos para 

que exista la infracción”.19 (López 2014) 

 

         2.2.7.  DENUNCIA. –  

       El Art. 421 del Código Orgánico Integral Penal, la denuncia, la persona que 

llegue a conocer que se ha cometido un delito de ejercicio público de la acción, podrá 

presentar su denuncia ante la Fiscalía, al personal del Sistema especializado integral de 

investigación, medicina legal o ciencias forenses o ante el organismo competente en 

materia de tránsito. (COIP 2020)    

 

       La denuncia proviene del antiguo vocablo que es denuntiatio, es la forma 

clara para delatar a una persona, para el autor Julio Hernández en su libro de la Denuncia 

menciona que: “ Es el acto procesa que da a conocer si existe o no un delito, para que el 

operador de justicia haga las diligencias necesarias y comprobar si existe el mismo”.20 

(Hernández 2009) 

 

 

 

 
19 Ángel López “Infracción penal” http://angelitomaza.blogspot.com/2014/06/la-infraccion-penal-coip-

comentarios-6.html (Consultado el 06 de Septiembre de 2021). 
20 Julio Hernández., La denuncia, delación, pesquisa (2009): 274-275 
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2.2.8.  MEDIDA CAUTELAR. –  

       El Art. 522 del COIP menciona las medidas cautelares: la o el juzgador podrá 

imponer una o varias de las siguientes medidas cautelares para asegurar la presencia de 

la persona procesada y se aplicará de forma prioritaria a la privación de libertad: 

1. Prohibición de ausentarse del país. 

2. Obligación de presentarse periódicamente ante la o el 

juzgador que conoce el proceso o ante la autoridad competente o 

institución que designe. 

3. Arresto domiciliario 

4. Dispositivo de vigilancia electrónica. 

5. Detención. 

6. Prisión preventiva. 

 

                          La o el juzgador, en los casos de los numerales 1, 2 y 3 de este 

Art., podrá ordenar, además, el uso de un dispositivo de vigilancia electrónica. (COIP 

2020) 

                   Según el autor Luis Viera “Medidas cautelares son aquellas que en 

realidad adoptan los órganos jurisdiccionales para asegurar esa eficacia que se necesita 

dentro del proceso, estos deben cumplir con su obligación principal”.21 (Viera ,1949) 

                    Para Leopoldo Vera “Las medidas cautelares refieres a que son 

idóneas como instrumento principal para contrarrestar el riesgo durante el proceso que se 

esté llevando y el sujeto activo adopte conductas que impidan la ejecución de la 

sentencia”.22 (Vera ,2004) 

 

2.2.9.  INVESTIGACÍON PREVIA. - 

                   El Art. 580 del COIP, es la fase de la investigación previa se reunirán 

los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permitan a la o el Fiscal decida 

 
21 Luis Viera., Las medidas de garantía y el embargo (Montevideo: Talleres gráficos: 1949). 
22 Luis Vera., Delitos y penas (Guayaquil:2004). 
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si formula o no la imputación y de hacerlo, posibilitar al investigado a preparar su defensa. 

(COIP 2020) 

 

                  El Dr. Jorge Alvarado menciona que la investigación previa: “Es 

conocida como aquella indagación Fiscal que tiene por objeto fundamentar el derecho de 

la acción planteada, y el único dueño de esta etapa es Fiscalía para coger todos los 

elementos de convicción dentro de esta fase investigativa”.23 (Alvarado ,2017) 

 

2.2.10.  INSTRUCCIÓN FISCAL - 

                   En el Art. 591 del COIP, en esta etapa inicia con la audiencia de 

formulación de cargos convocada por la o el juzgador a petición de la o el Fiscal, cuando 

la o el Fiscal cuente con los elementos suficientes para deducir una imputación. (COIP 

2020) 

 

                    La instrucción Fiscal señala para José Martín es: “La fase penal en la 

cual se comprenden varias actuaciones relativas a la constancia del hecho delictivo del 

imputado, mediante comprobación por el órgano encargado”.24 (Martín ,2011) 

 

2.2.11.  EVALUACIÓN Y PREPARATORIA DE JUCIO. - 

                     El Art. 601 del COIP, tiene como finalidad conocer y resolver sobre 

cuestiones de procedibilidad, prejudicialidad, competencia y procedimiento; establecer la 

validez procesal, valorar y evaluar los elementos de convicción en que se sustenta la 

acusación Fiscal, excluir los elementos de convicción que son ilegales, delimitar los temas 

por debatirse en el juicio oral, anuncia las pruebas que serán practicadas en la audiencia 

de juicio y aprobar los acuerdos probatorios a que llegan las partes. (COIP 2020) 

 

                       Esta etapa es la importante porque aquí el juzgador es el que 

determina y valora las pruebas que son obtenidas dentro de una instrucción Fiscal, ya que, 

 
23 Jorge Alvarado., Derecho Ecuador “www.derechoecuador.com/investigación previa” (Consultado el  

2021 de Septiembre de 03). 

24  José martín., Derecho Ecuador “www.derechoecuador.com/instruccionfiscal “(consultado el 03 de 

septiembre del 2021). 
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cuando estas pruebas obtenidas son valoradas, el juzgador tiene la autoridad de llamar a 

juicio o dictar un sobreseimiento al procesado. 

 

2.2.12.  SOBRESEIMIENTO. – 

                    El Art. 605 del COIP, sobreseimiento, la o el juzgador dictará auto de 

sobreseimiento en los siguientes casos: 

 

1. Cuando la o el Fiscal se abstenga de acusar y de ser el caso, 

dicha decisión sea ratificada por el superior. 

2. Cuando concluya que, los hechos no constituyen delito o 

que los elementos en los que la o el Fiscal ha sustentado su acusación 

no son suficientes para presumir la existencia del delito o participación 

de la persona procesada.  

3. Cuando encuentre que se han establecido causas de 

exclusión de la antijuricidad. (COIP 2020) 

 

                  El sobreseimiento como establece en la norma se llega a la conclusión 

que este es el que termina el proceso ya que, se considera evidentemente la 

irresponsabilidad del procesado ya que, no tiene la culpa del hecho que se le está acusando 

o por la falta de los elementos de convicción necesarios del proceso.  

 

 2.2.13. RECURSO DE APELACIÓN. – 

 

                    Art. 653 del Código Orgánico Integral Penal, Procederá el recurso de 

apelación en los siguientes casos:  

1. De la resolución que declara la prescripción del ejercicio de 

la acción o la pena. 

2. Del auto de nulidad.  

3. Del auto de sobreseimiento, si existió acusación Fiscal.  

4. De las sentencias.  
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5. De la resolución que conceda o niegue la prisión preventiva 

siempre que esta decisión haya sido dictada en la formulación de 

cargos o durante la instrucción Fiscal.  

6. De la negativa de suspensión condicional de la pena. (COIP 

2020) 

 

                    El Dr. Antonio Dorado establece que el recurso de apelación: “Es el 

medio en el cual se da a conocer la impugnación y este es el más común porque es de 

carácter devolutivo a través del cual, el órgano superior dicte una nueva sentencia en 

relación al asunto que no se pudo resolver en primera instancia por el órgano inferior”.25 

(Dorado s.f.) 

 

 2.2.14.  PROCESADO. – 

 

                     El Art. 440 del COIP, manifiesta que la persona procesada se 

considera a la persona natural o jurídica contra la cual, la o el Fiscal formule cargos. La 

persona procesada tendrá la potestad de ejercer todos los derechos que le reconoce la 

Constitución, los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos y este Código. 

(COIP 2020) 

 

                     Procesado como concepto básico del mismo es aquella persona que 

se le dicta el auto de procesamiento, acreditando una existencia de un hecho constitutivo 

de delito. 

 

2.2.15.  VÍCTIMA. – 

 

                     El Art. 441 del COIP; Víctima. - Se consideran víctimas, para efectos 

de aplicación de las normas de este Código, a las siguientes personas:  

 

 
25 Antonio Dorado., Manual de procedimientos civiles (Universidad Palo Olavide: s.f). 
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1. Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de 

derechos que individual o colectivamente han sufrido algún daño a un 

bien jurídico de manera directa o indirecta como consecuencia de la 

infracción. (COIP 2020) 

 

                  La victima para Luis Rodríguez “Es la persona que es tomada en 

cuenta en proceso penal, por el cual es la que a sufrido por alguna clase de deliro, tiene 

derecho a quejarse y pedir justicia”.26 (Rodríguez 1998) 

 

                   Rogelio Moreno puntualiza “Victima es aquella persona que padeció 

un daño por un delito cometido sea por culpa ajena o caso fortuito”.27 (Moreno 2001) 

 

2.2.16.  DELITO DE ESTAFA. – 

 

                     El Art. 186 del COIP, Estafa. - La persona que, para obtener un 

beneficio patrimonial para sí misma o para una tercera persona, mediante la simulación 

de hechos falsos o la deformación u ocultamiento de hechos verdaderos, induzca a error 

a otra, con el fin de que realice un acto que perjudique su patrimonio o el de una tercera, 

será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años. La pena máxima se 

aplicará a la persona que:  

 

1. Defraude mediante el uso de tarjeta de crédito, débito, pago 

o similares, cuando ella sea alterada, clonada, duplicada, hurtada, 

robada u obtenida sin legítimo consentimiento de su propietario. 2 

2. Defraude mediante el uso de dispositivos electrónicos que 

alteren, modifiquen, clonen o dupliquen los dispositivos originales de 

un cajero automático para capturar, almacenar, copias o reproducir 

información de tarjetas de crédito, débito, pago o similares.  

 
26 Luis Rodríguez., Victimología (México: Cárdenas Editor y Distribuidor, 1998). 
27 Rogelio Moreno., Diccionario de ciencias penales (Buenos Aires: Villela, 2001). 
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3. Entregue certificación falsa sobre las operaciones o 

inversiones que realice la persona jurídica.  

4. Induzca a la compra o venta pública de valores por medio 

de cualquier acto, práctica, mecanismo o artificio engañoso o 

fraudulento.  

5. Efectúe cotizaciones o transacciones ficticias respecto de 

cualquier valor.  

6. A través de una compañía de origen ficticio, induzca a error 

a otra persona, con el fin de realizar un acto que perjudique su 

patrimonio o el de un tercero.  

 

                   La persona que perjudique a más de dos personas o el monto de su 

perjuicio sea igual o mayor a cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en 

general será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años. 

 

                    La estafa cometida a través de una institución del Sistema Financiero 

Nacional, de la economía popular y solidaria que realicen intermediación financiera 

mediante el empleo de fondos privados, públicos o de la Seguridad Social, será 

sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.  

 

                   La persona que emita boletos o entradas para eventos en escenarios 

públicos o de concentración masiva por sobre el número del aforo autorizado por la 

autoridad pública competente, será sancionada con pena privativa de libertad de treinta a 

noventa días.  

 

                     Si se determina responsabilidad penal de una persona jurídica, será 

sancionada con multa de cien a doscientos salarios básicos unificados del trabajador en 

general.28 (COIP 2020) 

 

                      Gustavo Labatut, menciona que la estafa: “Es un delito material y a 

su vez esta se representa como una forma imperfecta de interpretarse, el que engaña con 

 
28 Código Orgánico Integral Penal (Ecuador: Corporación de estudios y publicaciones, 2020). 
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el manifiesto de perjudicar y ocasionar dolo, culpa a la persona afectada”.29  (Labatut 

1969) 

 

                       Luis Camacho, señala que la estafa como una circunstancia de 

delito: “Es toda actividad humana en la cual existe manipulación, engaño, codicia, 

venganza, fraude, dolo, ambición, para existir el delito ya que, con esto manipula a la 

persona para llegar a su fin”.30 (Camacho 1987) 

 

       2.2.17.  FISCALÍA. - 

               El Código Orgánico Integral Penal en el Art. 442 define a Fiscalía 

expresando que: “La Fiscalía dirige la investigación pre procesal y procesal penal e 

interviene hasta la finalización del proceso. La víctima deberá ser instruida por parte de 

la o el Fiscal sobre sus derechos y en especial, sobre su intervención en la causa”, así 

también el Art. 443 del mismo cuerpo legal se refiere a las Atribuciones de la Fiscalía y 

en el Art. 444 numeral 3, 11, 12 y 14 los cuales expresan lo siguiente: 

 

3. Formular cargos, impulsar y sustentar la acusación de haber 

mérito o abstenerse del ejercicio público de la acción.   

 

11. Solicitar a la o al juzgador que dicte las medidas cautelares y de 

protección que considere oportunas para la defensa de las víctimas y el 

restablecimiento del derecho. Igualmente podrá pedir la revocatoria o cesación 

de dichas medidas cuando estime que la investigación practicada ha permitido 

desvanecer los indicios que las motivaron.  

 

12. Ordenar el peritaje integral de todos los indicios que hayan sido 

levantados en la escena del hecho, garantizando la preservación y correcto 

manejo de las evidencias. 

 
29 Gustavo Labatut., Derecho penal, parte especial (Chile: Jurídica Chile, 1969). 
30 Luis Camacho., El delito informático (Madrid: L. Camacho, 1987). 
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14. Disponer la práctica de las demás diligencias investigativas que 

considere necesarias. (COIP 2020) 

 

 

2.2.18. PRINCIPIO NON BIS IN ÍDEM 

 

Para la sentencia N° 140-16-SEP-CC el principio non bis in ídem “Es el cual 

garantiza como principio fundamental a que nadie sea juzgado más de una ocasión por 

los ismos hechos o actos que se dieron por primera vez, con esto evidenciando a la 

seguridad y certeza jurídica del que cometió el delito”. (Acción Extraordinaria de 

Protección 2014) 

 

Para el tratadista Ecuatoriano como Alfredo Pérez este principio radica como en 

una institución de la cosa juzgada que encuentran relacionados entre sí y al mismo tiempo 

diferenciándose ya que, este atiende al hecho de que nadie puede ser juzgado as de una 

vez por el mismo hecho y misma materia, en referencia a la cosa juzgada es el atributo 

que se le da al ordenamiento jurídico distinta a la sentencia y que dé como resultado el 

hecho inimpugnable e inmutable.31 (Pérez 1973) 

 

El principio como garantía constitucional del Estado plasmado en los 

ordenamientos jurídicos como la Constitución de la Republica del ecuador en el 2008 y 

en el Código Orgánico Integral Penal, este principio mencionado en reiteradas ocasiones 

nadie puede ser sancionado por más de dos veces por la misma causa o hecho. 

 

La cosa juzgada y el principio Non Bis In Ídem¸ como garantía o violación a la 

tutela judicial efectiva. 

 

 
31 Alfredo Pérez Guerrero, Fundamentos del Derecho Civil Ecuatoriano, (Quito, Universidad Central, 

1973), 83 y 84. 
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El Principio Non Bis In Ídem, comenzando referirse a este principio como 

garantía, es que tiene el contexto practico de todos los derechos fundamentales, es el de 

la aplicación obligatoria y prioritaria de principio que estos encuentran un desarrollo en 

todos los estados, o mejor dicho en otras palabras la subordinación del poder judicial a 

los principio y derechos establecido en las constituciones como razón del garantismo 

constitucional. 

 

Para el Ecuador en aquellos principios constitucionales consagrados valga la 

redundancia en la Constitución de la República del Ecuador, son la base sobre las cuales 

se deriva todo el ordenamiento jurídico y se los denomina principios fundamentales. 

 

El literal i del numera 7 del Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador 

establece; “Nadie podrá ser juzgado más de una vez o por la misma causa y materia…” 

(Constitución de la República del Ecuador 2008), y este enunciado constitucional guarda 

relación jurídica con lo dispuesto dentro de los principios procesales desarrollados en el 

Código Orgánico Integral Penal numeral 9 del Art. 5 dispone; “Ninguna persona podrá 

ser juzgada ni penada más de una vez por los mismo hechos,…”. (COIP 2020) 

 

Al amparo de la normativa constitucional y legal citada, para todo este desarrollo 

del presente trabajo he considerado la inobservancia de este principio, toda vez que, afecta 

al estudio de caso el cual la victima quiere seguir otro proceso con todos los venderos 

anteriores por el mismo delito de Estafa ya antes estudiado para que le den una reparación 

económica, ya que en esta causa se dio un sobreseimiento ya que el procesado no constaba 

con los elementos suficientes de convicción para el delito y mucho aun para que exista 

otro proceso con la misma materia penal. 



48 
 

 

Ahora es importante señalar que el principio Non Bis In Ídem, al establecer como 

garantía que prohíbe que una persona pueda ser juzgada dos veces por un mismo hecho, 

se debe agregar que la potestad o facultad sancionadora del Estado también se encuentra 

limitada ante el hecho que una autoridad competente se haya pronunciado o haya emitido 

una resolución por un hecho concreto, de aquí se deprende el objeto esencial de la cosa 

juzgada. 

 

Por esta razón esta garantía debe ser observada en dos vías, por un lado, 

constituyente una garantía para que ningún ciudadano puede ser perseguido en términos 

procesales más de una vez o de forma indefinida por una acción o hecho especifico; y, 

por otro lado, el límite del Estado en su potestad jurisdiccional para volver a pronunciarse 

sobre un hecho del que se haya emitido un pronunciamiento o resolución definitiva. 

 

Para la Corte Constitucional del Ecuador ha desarrollado una explicación bastante 

completa de acuerdo a la relación entre el principio ya explicado como es la non bis in 

ídem y la institución jurídica de la cosa juzgada, así: 

 

“El principio non bis in ídem y la institución de la cosa juzgada se encuentran 

íntimamente relacionados, aunque diferenciándose entre sí, en el sentido de que el 

principio de non bis in ídem atiende al hecho de que nadie puede ser juzgado más de una 

vez por el mismo hecho y materia (conforme lo determina la Constitución de la República 

del Ecuador) y la cosa juzgada por su parte, resulta en un atributo, en una calidad del 

ordenamiento jurídico destinado a una sentencia, cuando este cumple con los requisitos 
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para que quede firme: sea inimpugnable (cosa juzgada formal) y sea inmutable (cosa 

juzgada material)32 

 

Teniendo en cuenta se debe señalar que la prohibición de doble sanción por un 

hecho se extiende a la prohibición de un doble procesamiento sobre un tema que ya fue 

resuelto o está en proceso de ser resuelto por la máxima autoridad, por lo tanto, la justicia 

ordinaria como la justicia indígena, así lo desarrolla La Corte Constitucional del Ecuador. 

 

“El principio non bis in ídem, cuenta con una doble dimensión: en su vertiente material 

garantiza el derecho a no ser sancionado dos o más veces por la infracción de un mismo bien 

jurídico; mientras que, en su vertiente procesal, garantiza el derecho a no ser sometido a 

juzgamiento dos o más veces por un mismo hecho. En efecto, la dimensión material de este 

principio impide que una persona sea sancionada o castigada dos o más veces por una misma 

infracción cuando exista identidad de sujeto, hecho y fundamento; mientras que en su dimensión 

procesal se había establecido que tiene conexión con los principios de legalidad y 

proporcionalidad, es decir, todo esto tiene su fundamento en la necesidad de garantizar a los 

ciudadanos un conocimiento anticipado del contenido de la reacción punitiva o sancionadora del 

Estado ante la eventual comisión de un hecho antijurídico ante la eventual comisión de un hecho 

antijurídico. Tal cometido garantista devendría inútil si ese mismo hecho y por igual fundamento, 

pudiese ser objeto de una nueva sanción, lo que comportaría una punición desproporcionada de 

la conducta antijurídica.”33 

 

 
32 República del Ecuador. Corte Constitucional, [ Sentencia 012-14-SEP-CC en el caso 0529-12-EP], 15 

de enero de 2014: 13. 
33 República del Ecuador. Corte Constitucional, [ Sentencia 1149-07- RA, Suplemento del Registro 

Oficial 607 del 8 de junio de 2009]: 25. 
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Dicho en otras palabras, el principio Non Bis In Ídem, abarca no solo la 

prohibición de ser sancionado dos veces por un mismo hecho sino también la prohibición 

de un doble procesamiento.  
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2.3.1.  PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN. 

 

1. ¿Se observó en el presente caso el principio non bis in ídem entre el 

pedimiento formulado por una de las partes y la decisión tomada por 

el juez? 

 

No, al momento de realizar el presente estudio de caso no se observó 

en la decisión tomada por el juez, sino más bien por la parte de la 

víctima que al momento del llegar a segunda instancia y ser rechazada 

la apelación sigue un proceso distinto con dicho principio como es la 

non bis in ídem¸ con todos los dueños anteriores del vehículo, pero en 

ese proceso no tiene validez procesal por el motivo que se encontró 

falacias en la denuncia.   

 

2. ¿Cuál fue el error que cometió Fiscalía dentro del presente estudio de 

caso? 

 

La falta de objetividad de fiscalía, ya que, fiscalía como órgano del 

Estado tiene la potestad y es dueño de la investigación para que realice 

bien su trabajo y tenga los medios de pruebas suficientes para que 

puedan llegar a tener un procesado y exista el delito de lo cometido, ya 

que, en este presente caso fiscalía en su rol de acusación fiscal no se 

demostró los elementos suficientes de cargo y de descargo para que 

exista el dicho “procesado” y que sea acusado por el delito de estafa. 

 

3. ¿Hay alguna alternativa de solución a este problema en el presente 

estudio de caso? 

 

Como medio de alternativa de solución de a este problema lo más 

factible como lo presenta el Consejo de la Judicatura es a un centro de 

mediación para que las partes lleguen a un acuerdo evitando todo el 

procedimiento penal y sin que llegue a mayores cómo se lo está 

evidenciando en este caso, ya que, el centro de mediación busca la 
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solución de conflictos mediante procedimientos de mediación pacifico 

dentro de un sistema judicial. 

 

4. ¿Se identificó taxativamente la institución jurídica de la cosa juzgada 

dentro del presente proceso? 

 

La institución de la cosa juzgada es la que se encuentra en plenitud y 

en práctica con el componente tanto material que garantizan los fallos 

de la inmutabilidad y la coercibilidad que existió en el caso ya que, al 

momento de estudio este caso no se encuentran los elementos 

probatorios para que el procesado sea culpable de su delito, para otro 

proceso consiguiente con esto la victima si está realizado esta 

institución jurídica con todos los anteriores dueños del vehículo para 

encontrar el dolo y la mala fe de la venta 

 

5. ¿Se violento la tutela judicial efectiva y la seguridad jurídica dentro del 

presente proceso? 

 

Al principio del caso si se violentó la tutela judicial efectiva por el juez 

de primera instancia ya que, el dicto la sentencia que el hoy procesado 

fue culpable sin conocer que el fallo cometió Fiscalía erróneamente 

por no encontrar los elementos de cargo y descargo, ya que, la tutela 

judicial es un derecho de pretensión de corresponder la decisión 

tomada y que cumpla con los requisitos constitucionales y legales del 

caso, asegurando su eficacia y ejecución sin dilataciones innecesarias 

ya que, una sentencia debe ir motivadamente. 

 

Dentro de la seguridad jurídica hubo la omisión de la inactividad ya 

que, la ley espera una conducta de un individuo y este deja de hacerla, 

ya que, el procesado no conto con todos los elementos del delito y 

mucho menos una conducta.  
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CAPÍTULO III. 

 

3. DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO INVESTIGATIVO 

REALIZADO. 

 

3.1. REDACCIÓN DEL CUERPO DEL ESTUDIO DE CASO. 

 

El presente estudio de caso tuvo como objetivo primordial analizar la cosa juzgada 

y el principio non bis in ídem  como garantía o violación a la tutela judicial efectiva dentro 

del caso Nº02281-2019-00355 por el delito de estafa en la Unidad Judicial penal del 

cantón Guaranda, provincia de Bolívar; para cumplir con el objetivo propuesto se requirió 

de la comprensión y análisis del caso en todas sus etapas, iniciando con la narración de 

los hechos por parte de la supuesta víctima la señora Susana Gabriela Calupiña Sandoval, 

que culminaron en la presentación de una denuncia ante Fiscalía al explicar sus motivos 

y no encontrar respuesta favorable alguna por parte del señor Adrián Ramiro Granja Rojas 

respecto al conflicto originado por el automóvil adquirido por Susana Calupiña a Ramiro 

Granja. 

 

 

De acuerdo con la señora Susana Calupiña había adquirido el vehículo marca 

Suzuki, tipo Cupe, color plomo con placas IBK 0093, año 1989, modelo FORSA, motor 

Nº 10277086, chasis Nº S319E02971 mediante contrato de compraventa ante el Notario 

Segundo del Cantón Guaranda, hasta el momento que se había llevado a cabo el traspaso 

de dominio todo había suscitado sin inconveniente alguno, hasta el momento en que se la 

señora Susana Calupiña acude a la matriculación del vehículo y le informan que el 

vehículo con placas IBK 0093 refleja una multa en el sistema de la Agencia Nacional de 

Tránsito y que además el vehículo con las mismas placas se encuentra detenido por haber 

sido utilizado en el cometimiento de actividades ilícitas en la ciudad de Guayaquil. 

 

 

Es importante aclarar que antes de presentar la denuncia correspondiente la señora 

Susana Calupiña concertó una cita con el señor Ramiro Granja para informarle de 

inconveniente suscitado con el automóvil, para lo cual la señora Susana Calupiña solicitó 

a señor Granja la devolución del valor cancelado a favor de la compra del vehículo pero 
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ante la negativa del señor Granja, la señora Calupiña acudió a la Fiscalía del Cantón 

Guaranda para presentar la denuncia por el delito de estafa contemplado en el Art. 186 

del COIP, que dispones: “ la persona que, para obtener un beneficio patrimonial para sí 

misma o para una tercera persona, mediante la simulación de hechos falsos o la 

deformación u ocultamiento de hechos verdaderos, induzca a error a otra, con el fin de 

que realice un acto que perjudique sus patrimonio o el de una tercera, será sancionada con 

pena privativa de libertad de cinco a siete años.” (Còdigo Orgànico Integral Penal, 2021) 

 

 

Tras la presentación de la denuncia la Fiscalía inicio la fase de investigación 

previa contemplada en el Art. 580 del COIP que establece que tiene como finalidad reunir 

los elementos de convicción de caro y de descargo, que permitan a la o al fiscal decidir si 

formula o no la imputación. Una vez recabados tolos los elementos de convicción el fiscal 

solicita se establezca fecha y hora para la realización de la audiencia de formulación de 

cargos que de acuerdo con el artículo. 

 

 

En la audiencia de formulación de cargos según lo establece el Art. 590 y 591 del 

COIP se da inicio a la etapa de instrucción fiscal en donde el fiscal tiene como finalidad 

determinar los elementos de convicción de cargo y descargo que permitan al fiscal 

formular o no una acusación en contra de la personas procesada, en la audiencia de 

formulación de cargos el fiscal solicitó al juzgador la adopción de medidas cautelares 

contempladas en el Art. 522 numerales 1 y 2 del COIP que incluyeron la prohibición de 

salir del país y la presentarse periódicamente. Con el inicio de la instrucción fisca, el fiscal 

a cargo del caso emprendido la búsqueda de los elementos que pudieran acreditar la 

existencia del delito. 

 

 

Debido a la falta de elementos que acredita el cometimiento del delito provoco 

consecuentemente que se declara sobreseimiento a favor del señor Ramiro Granja, 

respecto a ello podemos establecer que el Art. 605, numeral 1 del COIP se establece que 

“el juzgador dictará auto de sobreseimiento cuando concluya que, los hechos no 

constituyen delito o que los elementos en los que la o el fiscal ha sustentado su acusación 

no son suficientes para presumir la existencia del delito”.  
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Y la señora de Calupiña desconforme con los hechos suscitados presento recurso 

apelación en contra de la decisión judicial,  recurso mismo que fue analizado por parte 

del juzgador y posteriormente fue rechazado debido al auto de sobreseimiento ; es 

importante aclarar que el Art. 653, numeral 3 del COIP reconoce que el recurso de 

apelación en el caso de la existencia de auto de sobreseimiento, si existió acusación fiscal; 

y aunque efectivamente el recurso fue aceptado se concluyó su ilegitimidad debido a los 

insuficientes elementos que acreditara la impugnación de la resolución judicial. 

 

 

En el caso objeto del presente estudio se pueden determinar dos errores que 

llegaron a la conclusión previamente expuesta, en primer lugar la formulación de cargos 

se realizó de forma incorrecta ya que, los hechos relacionados con el proceso no se 

encuentran inmersos el nexo causal del tipo penal por el cual se pretendía imputar al señor 

Granja, ya que, de acuerdo con su declaración el desconocía la  clonación del vehículo y 

la venta del vehículo no ha había sido efectuada de forma maliciosa ni con la intención 

de causar un perjuicio a la señora Susana Calupiña por lo tanto no podría confirmarse la 

presencia de dolo en el cometimiento del hecho, es decir, no se configuraba el delito de 

estafa. 

 

El segundo error se puede observar cuando tanto la Fiscalía como la victima 

pretenden impugnar la decisión judicial a través del recurso de apelación, y al mismo 

tiempo la victima pretende formular una acusación particular en contra del señor Granja, 

ocasionado así una vulneración en contra del derecho al debido proceso, que según la 

carta magna, este es un derecho que poseen los ciudadanos en todas las instancias de un 

proceso, ya que, de acuerdo con el Art. 76 de la Constitución de la República se establece 

que: “en todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, 

se asegurará el derecho al debido proceso”, y el numeral 7, literal i, del mismo articulado 

reconoce que “nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia.” 

(Constituciòn de la Repùblica, 2008) 

 

 



56 
 

Por lo tanto aunque se entiende la frustración y el descontento de la señora Susana 

Calupiña al verse perjudicada por una acción totalmente ajena a sus deseos, no se 

contemplaron durante el proceso los suficientes elementos probatorios que corroboraran 

que el señor Granja había actuado con dolo al vender el vehículo a la señora Calupiña, ya 

que, el al igual que la señora Calupiña desconocía totalmente que el vehículo había sido 

clonado y al no existir las suficientes pruebas que llegaran al convencimiento del juzgador 

sobre la responsabilidad  penal del señor Granja de acuerdo con el tipo penal por el cual 

la Fiscalía había decidido formular cargos, no existía otra alternativa más que dictar auto 

de sobreseimiento, en este sentido, considero menester aclarar que la decisión del 

juzgador a mi perspectiva se encuentra completamente correcta, pero la actuación de la 

Fiscalía fue errónea y desproporcional a las necesidades de la señora Calupiña. 

 

 

Como se ha podido observar el estudio de caso correspondiente a la causa 

Nº02281-2019-00355 se ha llevado a cabo a través del análisis y consideración de sus 

aspectos y características más sobresalientes, para complementarse con indagación 

exhaustiva de lo que refiere la normativa respecto al caso en cuestión, para de esta manera 

determinar la forma correcta en cómo debía de emplearse las disposiciones legales 

contenidas en la norma y aseverar aquellas acciones que se llevaron a cabo de forma 

correcta en total apego a derecho. 

 

 

Para complementar el estudio realizado se requirió además del análisis y estudio 

correspondiente de la causa, la indagación de los postulados normativos y doctrinarios 

que se refieran al tema central del presente estudio la cosa juzgada y el principio non bis 

in ídem, para la recopilación de la información necesario se requirió su recopilación a 

través del empleo de una metodología de investigación de tipo documental y 

bibliográfico, ya que, esta se basa en la búsqueda, revisión, extracción, organización y 

valoración crítica de la información para facilitar la sustentación teórica del presente 

estudio de caso. 
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3.2. METODOLOGÍA. 

  

La siguiente metodología del presente caso de estudio: 

 

3.2.1. Metodología Analítica. -  la misma que da a conocer y analizar 

todos los fundamentos presentados en el derecho y llegar a que 

motivaron a que los operadores de justicia llegaron a esa 

conclusión, que se desglose el objeto de estudio. 

 

En la parte analítica dentro del estudio de caso pude evidenciar con 

este método el análisis que tuvo como bien dice en los conceptos 

lo operadores de justicia como la parte en la que actuó Fiscalía y la 

decisión tomada por el juez para resolver su dictamen, y apreciar 

todos los fundamentos presentados e ir conociendo más de la causa 

de una parte muy individual a la parte de la víctima y del procesado. 

 

3.2.2. Metodología Sintética. – en este se simplificará la presente causa 

o unificar el contenido académico para mayor compresión del 

asunto que se va analizar. 

 

Aquí pude aplicar este método en el hecho de la simplificación del 

cas a modo resumen y en la parte también teórica para resaltar todo 

lo más importante que me va a seguir en el estudio de caso para 

que al momento de defender pueda tener una mejor compresión de 

desarrollo. 

 

3.2.3. Metodología Inductiva. – en esta etapa se analizará todos los 

hechos ya sean particulares como individuales para llegar a 

comprender el contenido de la causa. 

 

En este método me ayudo en la parte de la fundamentación teórica 

porque se puede individualizar los conceptos tanto desde la parte 

del ordenamiento jurídico como los criterios que tienen los autores 

al momento de dar su opinión en sus conocimientos. 
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3.2.4. Metodología Bibliográfica. – este permite recopilar toda la 

información necesaria como apoyo y sustento para que misma 

información sea veraz y confiable como doctrina nacional e 

internacional. 

 

Finalmente, con este método pude determinar todo lo relacionado 

con la bibliografía en este estudio de caso recopilando todos los 

conocimientos tanto jurídicamente por los tratadistas gracias a su 

investigación ya que, contribuye a la formulación de todos los 

aspectos teóricos.  
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CAPÍTULO IV. 

 

4. RESULTADOS. 

 

4.1. RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN REALIZADA. 

 

 

En el estudio del caso de la causa Nº02281-2019-00355 por el delito de estafa 

contemplado en el Art. 186 del COIP que establece: 

 

La persona que, para obtener un beneficio patrimonial para sí misma o para 

una tercera persona, mediante la simulación de hechos falsos o la deformación u 

ocultamiento de hechos verdaderos, induzca a error a otra, con el fin de que realice 

un acto que perjudique su patrimonio o el de una tercera, será sancionada con pena 

privativa de libertad de cinco a siete años.  Fuente especificada no válida.. 

 

De las actuaciones llevadas a cabo por parte de la Fiscalía durante la fase de 

investigación previa, y durante la instrucción, se llegó a la formulación de cargos en 

contra del señor Granja por el delito de estafa, tras el proceso correspondiente en la 

audiencia de juicio el juzgador determino que al no existir los suficientes elementos 

probatorios que determinaran el cometimiento de la acción de la acción delictiva 

encuadrada en el tipo penal por el cual había sido acusado el señor Granja, dictó auto 

de sobreseimiento liberando así al señor Granja de toda responsabilidad penal. 

 

 

Hasta la etapa procesal previamente descrita se puede evidenciar que la 

Fiscalía no había ejecutado las acciones necesarias para llegar al convencimiento del 

juzgador sobre la responsabilidad penal del procesado sobre los hechos expuestos 

por la presunta víctima la señora Calupiña en la denuncia presentada. La Fiscalía es 

la encarga de la investigación pre procesal y procesal, en la investigación pre 

procesal tiene la obligación de recabar los elementos de convicción necesarios que 

le permitan formular cargos en contra de una persona y en la fase procesal se 

encuentran en la obligación de recabar los suficientes elementos probatorios que 
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permitan llegar al juzgador al convencimiento fuera de toda duda razonable de la 

responsabilidad penal procesado. 

 

 

Tomando en consideración los hechos expuestos por parte de la víctima se 

puede alegar a simple vista que tanto la señora Calupiña como el señor Granja 

poseían desconocimiento de la clonación del vehículo, y aunque en definitiva la 

compra del vehículo había ocasionado un perjuicio en contra de la señora Calupiña 

de acuerdo con las versiones rendidas esta no había sido la razón que había motivado 

al señor Granja, es decir que el señor Granja no había tenido la intención de 

ocasionarle un perjuicio o mal a la señora Calupiña, versión totalmente contradicha 

por la señora Calupiña. 

 

En razón de la insatisfacción y la molestia que poseía la señora Calupiña, esta 

pretendió someter al señor Granja nuevamente a la justicia a pesar de auto de 

sobreseimiento declarado por el juzgador, por ello se presentó un recurso de 

apelación sobre el auto de sobreseimiento y paralelamente intentó presentar una 

acusación particular, atentando de esta forma contra el derecho constitucional al 

debido proceso, derecho que incluye principio de no ser juzgados dos veces por el 

mismo delito. 

 

 

En definitiva como se puede apreciar, el señor Granja ya había sido juzgado 

por los hechos alegados por parte de la señora Calupiña, y había sido absuelto a 

través del auto de sobreseimiento dictado a su favor al no existir los suficientes 

elementos probatorios que acreditara la comisión del delito de estafa, por tanto 

pretender emprender una acción legal nuevamente en su contra constituye la 

violación al  principio non bis in ídem  que se traduce como (no dos veces por lo 

mismo) que conforma el derecho al debido proceso. 

 

 

La non bis in ídem es un principio constitucional, universalmente reconocido 

como la expresión de la imposibilidad de juzgar a una persona dos veces por una 
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mismas acción, infracción o delito, al respecto el antiguo Tribunal Constitucional 

explicó: 

 

“El principio non bis ídem, no constituye otra cosa que la garantía que el 

Estado le otorga a sus ciudadanos, a no poder ser perseguidos en términos 

estrictamente procesales en forma indefinida por un mismo acto que ya fue 

previamente analizado y juzgado, independientemente de lo que se haya resuelto en 

ese caso anterior. En síntesis, este principio prohíbe que una persona sea juzgada dos 

veces por la misma causa.”  

 

 

Y en concordancia la actual Corte Constitucional explica: 

 

El principio non bis in ídem, inobservado por los demandados, cuenta con 

una doble dimensión: en su vertiente material garantiza el derecho a no ser 

sancionado dos o más veces por la infracción de un mismo bien jurídico; mientras 

que, en su vertiente procesal, garantiza el derecho a no ser sometido a juzgamiento 

dos o más veces por un mismo hecho. En efecto, la dimensión material de este 

principio impide que una persona sea sancionada o castigada dos o más veces por 

una misma infracción cuando exista identidad de sujeto, hecho y fundamento; 

mientras que en su dimensión procesal se había establecido que tiene conexión con 

los principios de legalidad y proporcionalidad, es decir, todo esto tiene su 

fundamento en la necesidad de garantizar a los ciudadanos un conocimiento 

anticipado del contenido de la reacción punitiva o sancionadora del Estado ante la 

eventual comisión de un hecho antijurídico ante la eventual comisión de un hecho 

antijurídico. Tal cometido garantista devendría inútil si ese mismo hecho y por igual 

fundamento, pudiese ser objeto de una nueva sanción, lo que comportaría una 

punición desproporcionada de la conducta antijurídica. 

 

 

En el caso presentado se puede observar la decisión de la señora Susana 

Calupiña sobre no dar por terminado el caso, y los deseos de afectar al señor Granja 

a pesar de que no se encontraran indicios que acreditara su mal proceder sobre la 

venta del vehículo, al respecto Juan Larrea Holguín menciona: 
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Es necesario que la justicia humana ponga un punto final a la litis, aun 

corriendo el riesgo de errar o de cometer una injusticia. Es preciso a veces aumentar 

las posibilidades de error, antes que consagrar una constante inestabilidad. Si pudiera 

discutirse los derechos sin ninguna limitación no habría prácticamente nunca 

seguridad de “estar en su derecho”. Hay que sacrificar esa posibilidad de discusión 

indefinida para tener certeza legal del derecho de cada uno.  

 

 

Resulta indiscutible la necesidad que un proceso judicial termina a pesar de 

la disconformidad de una o ambas partes, su dilatación únicamente podría provocar 

el perjuicio de sus intervinientes y la pérdida del sentido de justicia, en el caos 

presentado a pesar de la negativa de la señora Calupiña por abandonar la causa que 

para sí misma era justa debido al perjuicio ocasionado sobre sus personas y sobre sus 

bienes, la razón que la motivaba era errónea e incorrectamente dirigida ya que, la 

falta de elementos probatorios que determinaran la responsabilidad penal del señor 

Granja acreditaban el desconocimiento de la clonación del vehículo, desvirtuaban su 

intención de ocasionar un perjuicio y sobre todo lo eximía de toda culpa. 

 

 

Como podemos observar el derecho que poseemos todas las personas a un 

debido proceso incluye todos los principios que aseguren ese fin, por lo tanto este fin 

no puede ser transgredido ante la objeción de una persona, para evitar este tipo de 

singularidades y errores se requiere que todos los ciudadanos contemplemos el 

principio fundamental del ejercicio de los derechos mis derechos terminan cuando 

empiezan los derechos de otra personas, es decir que en el ejercicio de nuestros 

derechos no podemos impedir la realización de los derechos de otra persona, que es 

justamente lo que se pretendía ocasionar en el caso objeto del presente estudio.  

 

 

Finalmente, la Constitución de la República dispone que el sistema procesal 

es un medio para la realización de la justicia, por lo tanto, el sistema procesal no es 

un medio para la solución de rivalidades y no se puede abocar el ámbito judicial para 
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la obtención de respuestas más allá de las proporcionadas de forma legal en total a 

pego a lo que la Constitución y normas de inferior jerarquía establecen 

 

4.2. IMPACTO DE LOS RESULTADOS DE LA 

INVESTIGACIÓN. 

 

El principio de non bis in ídem, es un principio aplicado en todo ámbito judicial 

que conforma el derecho al debido proceso, este derecho junto con el derecho a la 

seguridad jurídica, y a la tutela judicial efectiva constituyen la realización misma de 

justicia, y su vulneración causa una afectación directa contra la finalidad de la 

Administración de Justicia y del Estado mismo. 

 

En el caso presentado se puedo evidenciar la forma en cómo se pretende ocasionar 

un perjuicio al derecho al debido proceso, intentando dilatar a la justicia en base a la falta 

de conformidad sobre las resoluciones judiciales; por esta razón que el presente estudio 

de caso pretende dar a conocer a la comunidad en general, pero sobre todo a los 

estudiantes y profesionales del derecho la imposibilidad que establece la Constitución de 

juzgar a una personas dos veces por el mismo delito, dando a entender que su admisión 

constituía una violación directa en contra del derecho al debido proceso y a la finalidad 

de la Administración de Justicia del Ecuador. 
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CONCLUSIONES. 

 

1.      En el caso Nº02281-2019-00355 por el delito de estafa tramitado en la Unidad 

Judicial penal del cantón Guaranda, se pudo evidenciar una falta total de diligencia 

y objetividad por parte de Fiscalía, ya que, como establece la Constitución de la 

República en el Art. 195 este órgano es el encargado de dirigir de oficio o a 

petición de parte la investigación pre procesal y procesal penal, algo que en 

definitiva no se pudo evidenciar en el caso sujeto a estudio. Por ello, el juzgador 

dicta auto de sobreseimiento amparado en el Art. 605, numeral 2 de COIP que 

establece que “la o el juzgador dictará auto de sobreseimiento cuando concluya 

que, los hechos nos constituyen delito o que los elementos en los que la o el fiscal 

ha sustentado su acusación no son suficientes para presumir la existencia del delito 

o participación de la persona procesada”; por lo tanto, se puede deducir que los 

elementos probatorios presentados por la Fiscalía no fueron suficientes para 

corroborar la existencia del delito y consecuentemente la responsabilidad del 

procesado el señor Granja en la venta del vehículo clonado a la víctima. 

 

2.      El principio non bis in ídem (no dos veces por lo mismo) es la máxima 

expresión de la institución jurídica penal de la cosa juzgada, consecuentemente, 

podemos aseverar que la apelación formulada por parte de Fiscalía y por parte de 

la acusación particular de la señora Calupiña en el caso Nº02281-2019-00355, 

atenta directamente contra este principio ya que, el juzgador había dictado auto de 

sobreseimiento por la falta de elementos probatorios que determinaran la 

existencia del delito de estafa por el cual se acusó al señor Granja y dicho recurso 

no se encontraba plenamente sustentado sobre una base sólida en la que se 

expusieran las razones correctas para la aceptación del recurso sobre el auto de 

sobreseimiento, por lo tanto el juzgador tuvo la necesidad de negar el recurso 

ratificando se así la inocencia del señor Granja por el delito estafa. 

 

3.      También otra forma de conclusión dentro del estudios de caso es al momento 

que la tutela judicial es un derecho constitucional y fundamental el cual debe ser 

aplicado en todo el caso ya que, en es un derecho humano y no conocido como un 

mero derecho procesal y el cual es el que pretende corresponder a la víctima y al 

procesado y para la cosa juzgada  es aquel efecto que dio en este estudio de caso 
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el impeditivo del proceso judicial en la sentencia judicial ya que, en derecho no 

cabe medios de impugnación. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



66 
 

RECOMENDACIONES. 

 

1.      Se recomienda principalmente a la Fiscalía emprender la investigación pre 

procesal y procesal, así como todas las diligencias necesarias para el 

cumplimiento de sus funciones de forma objetiva, sin dilación y sobre todo en 

atención a las necesidades de la víctima y del Estado con el fin de asegurar la 

realización de justicia en los ámbitos en donde se requiere su participación, en el 

caso presentado podemos observar que la Fiscalía adecua la acción llevada a cabo 

por el señor Granja al tipo penal contemplado en el Art. 186 del COIP que se 

refiere a una estafa, llegando inclusive a formular cargos sin poseer los suficiente 

elementos probatorios de demostraran la existencia del delito, por lo cual el 

juzgador tuvo la convicción y necesidad de dictar auto de sobreseimiento. 

 

2.      Tanto la Fiscalía como la acusación particular para presentar cualquier tipo de 

recurso deberá de primero tomar en consideración los plazos previstos en la 

normativa penal y además la forma correcta en como esta puede sustentarse ante 

el juzgador para ser admitida, por ninguna razón en la apelación o en cualquier 

recurso podrá suponer la existencia de un delito distinto al que ha sido sometido 

a consideración del juzgador mediante la formulación de acusación. 

 

 

3.      El respeto a los principios procesales es de primordial importancia para la 

realización de la justicia en todos los ámbitos, por lo tanto, los sujetos que 

intervienen en el proceso e inclusive el juzgador se encuentran en la obligación de 

respetar estos principios a fin de que no se genere violación o vulneración alguna 

de los derechos consagrados en el texto primordial de la nación, la Constitución 

de la República. 
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ANEXOS DEL PROCESO. 
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